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1.- VISTOS  

Desata la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial de las señoras MARÍA DORALBA ECHEVERRY BOTERO y MARÍA ISABEL BEDOYA DE BOCAREJO, contra el auto proferido por el señor Juez Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el día veintidós (22) de febrero de dos mil siete (2007), por medio del cual dio aplicación a la figura de la acumulación jurídica de penas.
Es de anotarse, que en cuanto al otro sentenciado, señor GUSTAVO ADOLFO BOTERO MORALES, no obstante recibir decisión similar en la primera instancia, su apoderado optó sólo por el recurso de reposición pero no por el de apelación (ni principal ni subsidiariamente), motivo por el cual sus pretensiones fueron despachadas en forma desfavorable en el recurso horizontal, sin que haya lugar a una revisión de su caso por parte de este Tribunal. La decisión ante esta Corporación se limitará, por tanto, única y exclusivamente a lo que hace referencia con las dos sentenciadas prenombradas.
2.- PRECENDENTES
2.1.- Originariamente, las ahora sentenciadas estaban siendo procesadas ante el Juzgado Único Penal del Circuito de esta capital por los punibles de Concierto para delinquir y Hurto; sin embargo, a consecuencia de una declaratoria de nulidad parcial, hubo lugar al rompimiento de la unidad procesal y varios de los hurtos que allí se tramitaban en forma conjunta por conexidad tanto sustancial como procesal, se debieron remitir para su conocimiento a otras autoridades judiciales. De esa forma, a medida que se han ido profiriendo condenas sucesivas, los involucrados, como no podía ser de otra manera, comenzaron a solicitar sendas acumulaciones de penas ante el Juzgado de Ejecución.
2.2.- Por lo anterior, en decisión del veintiuno (21) de febrero de 2006, el despacho que vigila el cumplimiento de la sanción dispuso acumular la pena de 44 meses 12 días de prisión impuesta por el Juzgado Especializado en fallo del 28 de Julio de 2005, a la de 20 meses que recibieron según sentencia del 29 de Julio de 2005 del Juzgado Tercero penal Municipal por la conducta de Hurto Calificado. El efecto de esa acumulación fue una pena de 59 meses 12 días de prisión (resultado de sumar a los 44 meses 12 días -pena mayor-, 15 meses por razón de la acumulación).
2.3.- El defensor de las comprometidas apeló esta decisión de primer grado, por considerar que ese incremento de quince (15) meses era excesivo en este caso, habida consideración a que el Juez Especializado había hecho un incremento por el hurto (por sobre la pena del concierto) de apenas ocho (8) meses, motivo por el cual era desproporcionado por similar comportamiento contra el patrimonio económico, hacer incrementos que superan el tope ya fijado en aquella primera decisión judicial. El recurso fue desatado por este Tribunal en decisión del veinte (20) de Junio de 2006, por medio de la cual se le concedió plena razón al apoderado y hubo lugar a la redosificación punitiva en el sentido de imponer como pena a purgar la de 52 meses 12 días de prisión (44 meses, 12 días, más 8 meses por la acumulación); de igual modo hubo lugar a reducir el término de las penas accesorias.
2.4.- Posteriormente, las dos sentenciadas hicieron solicitud al mismo Juez de Vigilancia, con el fin de obtener el descuento de una décima parte de la pena impuesta, en consideración a los beneficios consagrados en la Ley 975 de 2005, petición que fue denegada tanto en la primera como en la segunda instancias.
2.5.- Nuevamente, las sentenciadas MARÍA DORALBA y MARÍA ISABEL, presentaron solicitud ante el Juez a quo con el fin de recibir la acumulación jurídica de penas por otra sanción equivalente a treinta (30) meses de prisión por la conducta de Hurto Calificado, esta vez, contenida en sentencia de Octubre 06 de 2006 del Juzgado Primero Penal Municipal de Dosquebradas (Rda.), por hechos ocurridos el diez (10) de Noviembre de 2004. La respuesta a esa petición fue ofrecida en auto del veintidós (22) de febrero de 2007, por medio del cual, el mismo despacho decide aumentar a los 52 meses 12 de prisión que se tenían ya establecidos, una cantidad de 26 meses por razón de la acumulación, para un total final de 78 meses, 12 días de prisión.
2.6- Como era de esperarse, el togado no compartió la posición de primer nivel y la impugnó. En su escrito sustentatorio advierte: (i) el Juez tiene un entendimiento equivocado de la figura de la acumulación de penas pues no siguió los ritos del concurso punible; (ii) no respetó los márgenes de punibilidad que tasó el Juez de conocimiento; (iii) dijo que tenía en cuenta para la tasación la gravedad del hecho, la personalidad de las sentenciadas y el número de punibles, pero simplemente mencionó estas causas pero no las analizó, con lo cual no se sabe de dónde sacó una apreciación desfavorable al respecto; (iv) a todo esto se llegó por el error del Fiscal al momento de dar lugar a la terminación anticipada sin las calificantes respectivas, lo que dio lugar a la nulidad y al rompimiento de la unidad del proceso; (v) no se trató de hechos aislados, pues todos hicieron parte de la misma investigación conjunta, pero el Juez de Ejecución insiste en tomarlos como independientes; (vi) solicita de este Tribunal la aplicación del principio de igualdad.
3.- Para resolver, se considera
Lo primero a indicar en esta ocasión, es que en verdad están reunidos los requisitos que la ley consagra para dar lugar a la figura de la acumulación en comento (art.470 C.P.P.) por cuanto: (i) las diversas penas se están ejecutando; (i) el ilícito a tener en consideración no fue cometido durante el tiempo de reclusión y (iii) tampoco el hecho materia de juzgamiento independiente, fue cometido con posterioridad al proferimiento de las demás sentencias.

De igual modo, al menos así dijo entenderlo el a quo aunque finalmente no resultó dándole aplicación a lo predicado, queda claro que en el trámite de las acumulaciones de penas se debe aplicar en forma irrestricta todo lo relativo al concurso de conductas punibles, es decir, que la sanción de mayor gravedad se debe incrementar hasta en otro tanto.

Aunque formalmente la providencia que se revisa no amerita reparo alguno, la conclusión a la que llegó el funcionario de primera instancia es insólito, y no lo decimos tanto o no sólo por el hecho de desconocer pronunciamientos precedentes de esta Sala de Decisión en donde se le dijo expresamente lo que aquí correspondía, sino porque desconoció derechos esenciales de las procesadas, a saber: 
· LA IGUALDAD, por cuanto no era posible admitir que dentro de una actuación penal seguida ante el Juzgado Penal del Circuito, por conductas similares a la que ahora es materia de acumulación (hurto calificado), habían recibido un incremento de OCHO MESES, en cambio, en este momento se les está haciendo, por obra y gracia el subjetivismo judicial, una adición de pena de VEINTIÚN MESES, lo que es totalmente desfaso, desproporcionado e injusto.

· LA FAVORABILIDAD, porque en lugar de comprender que estas personas no tuvieron la culpa del error en que incurrió la Fiscalía al momento de formular los cargos con fines de terminación anticipada, a consecuencia de lo cual sobrevino la nulidad parcial y por lo mismo la ruptura de la unidad procesal, se les enrostra ahora en forma desfavorable esa situación. Y en verdad se está haciendo uso de una interpretación desfavorable, puesto que si se compara lo que pudo ocurrir en caso de que esa unidad procesal no se hubiese fraccionado, como lo que está pasando ahora, fácilmente se concluye que ante el Juez Especializado el delito que ahora se acumula no hubiese ameritado una pena mayor a los ocho (8) meses de prisión; en cambio, ahora se les está imponiendo la de veintiún meses.
· LA LEGALIDAD, porque el Juez a quo resultó aplicando algo diferente a lo que él mismo pregonó. Afirmó que daría aplicación a la figura del concurso en el tema de la acumulación como lo ordena la ley, empero, terminó desconociendo lo que precisamente por la vía del concurso ya el Juez de conocimiento había definido. 
· EL DEBER DE MOTIVACIÓN DE LAS DECISIONES JUDICIALES, porque quiso justificar un mayor incremento con la mera enunciación de algunas circunstancias: gravedad del hecho, personalidad, número de delitos en concurso; sin embargo, no tuvo en cuenta que eso mismo, precisamente, ya había sido tenido en consideración por el Juez de la causa al momento de hacer el incremento de los ocho (8) meses por cada uno de los punibles en concurso (tres hurtos y un concierto para delinquir). Luego entonces, al Juez de ejecución de penas, si es que en verdad quería exponer una nueva dosificación más perjudicial, estaba en el deber de hacer una motivación que justificara su proceder, pero no lo hizo.
· LA RAZONABILIDAD, por que no se observa una razón lógica que nos explica el motivo por el cual en una providencia anterior descontó cinco (5) meses, en cambio en esta nueva determinación sólo descontó cuatro (4) de la suma aritmética, cuando básicamente las circunstancias son las mismas antes que ahora. Tampoco hay razonabilidad en que por el simple hecho del rompimiento de la unidad procesal, una persona tenga que verse perjudicada desde el punto de vista punitivo, cuando precisamente lo que quiso el legislador y lo que enseña la filosofía del instituto de la acumulación de penas, es asimilarla al concurso; en esos términos, en este caso no se está aplicando la razón de ser del origen de estas disposiciones legales.
Aunque lo anterior es suficiente para apreciar el desfase por parte del Juez de Ejecución de Penas, no puede pasar desapercibo para la Sala que el funcionario desconoció, sin motivación alguna, las guías de interpretación que ya había trazado el Tribunal para la definición del caso concreto, lo cual, por supuesto, incrementa el obligado reproche a su persistente posición contraria a derecho.
Así las cosas, no queda otra alternativa que redosificar la sanción para hacerla acorde con lo ya estipulado, esto es, hacer un incremento de ocho (8) meses por razón de la acumulación que se ha solicitado, sobre la pena que se tenía decantada (52 meses, 12 días de prisión), lo que arroja una sanción final a imponer de sesenta (60) meses y doce (12) días de prisión. La pena accesoria quedará establecida por igual término a la pena principal.
4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal,

RESUELVE:

PRIMERO: SE MODIFICA la providencia proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fuera objeto del recurso de apelación, de conformidad con los siguientes numerales:

SEGUNDO: La pena definitiva por la acumulación jurídica de penas que deberán descontar las señoras MARÍA ROSALBA ECHEVERRY BOTERO y MARÍA ISABEL BEDOYA DE BOCAREJO, será de sesenta (60) meses y doce (12) días de prisión. La sanción accesoria de inhabilitación en el ejercicio de derechos y funciones públicas será por igual término a la pena principal ya señalada. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
             LEONEL ROGELES MORENO
IVANOV ARTEAGA GUZMÁN
CRUZ ELENA GONZÁLEZ LOPEZ
Secretaria de la Sala
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